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EL DESARROLLO DE LA SEGURIDAD SOCIAL EN LOS 

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA 

por 

ARTHUR J. ALTMEYER 

Ex Comisario de Seguridad Social de los EE. UU. 

Ex Presidente del Comité Permanente 

Interamericano de Seguridad Social. 

Aunque el concepto de seguridad social sea tan viejo corno -la huma-
nidad, parece, sin embargo, que el término de "seguridad social" comenzó 
a emplearse en los Estados Unidos al comienzo de la década del treinta del 
siglo actual. A veces, se habla de "seguridad social" en un sentido muy am-
plio, como si esta expresión englobara todas las cosas. buenas de la vida, a 
saber, no sólo la garantía de un ingresó mínimo, sino también la buena 
salud, la instrucción, el recreo, la vivienda y la ocupación total. Pero, aun 
empleado en su sentido más restringido para designar las medidas especí-
ficas de gobierno destinadas a garantizar un ingreso mínimo y una protec-
ción contra ciertos riesgos económicos de carácter grave, como por ejemplo 
los gastos de' las atenciones médicas adecuadas, el término de "seguridad 
social" corresponde a un concepto que data, por lo menos, de hace setenta 
y cinco años. 

Este término de "seguridad social" fué adoptado en los Estados Unidos 
de América, porque se buscaba una expresión más amplia que la de segu-
ros sociales, e incluso la de seguridad económica. Así, vemos que el nombre 
de "seguridad social" fué dado a una ley votada por el Congreso en 193.5 
y que entrañaba, no sólo las formas clásicas de seguros sociales contributivos, 
sino también la asistencia de carácter financiero concedida por el gobierno a 
personas carentes de recursos. Esta asistencia, sostenida a costa de las rentas 
generales del Estado, era suministrada por diversos servicios sociales, con el 
fin de prevenir o reducir la miseria y hacer frente a otros problemas de la 
sociedad. 
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El período anterior a 1935 

Indudablemente, la ley de 1935 sobre la seguridad social no era la 
primera forma de seguridad social que se manifestaba en los Estados Unidos. 
Ya en el siglo XVIII, cuando Norteamérica era todavía una colonia inglesa, 
se prestaba a los indigentes una asistencia en especie, a costa de las rentas 
generales. En efecto, la antigua ley inglesa de protección a los pobres —la 
famosa "Poor Law" de la época isabelina— sirvió, durante el período colo-
nial de los Estados Unidos, de modelo para lo que se llamaba la asistencia 
a las personas carentes de recursos. La ley de seguridad social de 1935 vino 
a descartar en una amplia medida la necesidad de la asistencia prestada a 
los indigentes bajo la forma de ayuda en especie. No obstante, este tipo de 
asistencia se aplica todavía hoy en algunas comunidades locales. 

A partir de 1911, algunos de los Estados que forman la Federación nor-
teamericana han votado leyes por las que se establece el deber de prestar 
cierta ayuda en especie a determinadas categorías de personas necesitadas de 
ella, tales como los ancianos, los ciegos y los niños. Sin embargo, las medidas 
previstas por la mayoría de estas leyes aparecían concebidas bajo la forma 
de una ayuda autorizada por el Estado a cargo de las autoridades locales que 
accedían voluntariamente a suministrarla a las personas incluidas en dichas 
categorías. Según este régimen, habían accedido a prestar la ayuda de re-
ferencia menos de la mitad de las autoridades locales y, además, la cuantía 
de la ayuda en especie suministrada era, en la mayoría de los casos, noto-
riamente insuficiente. 

Ya en 1908 regían en los Estados disposiciones acerca de la reparación 
de los accidentes del trabajo sufridos por las personas que trabajaban para 
los servicios federales. Es ésta, por lo demás, la primera forma de seguro 
social que suelen implantar todos los países. En 1911, un determinado nú-
mero de Estados promulgaron leyes sobre la reparación de los daños cau-
sados por los accidentes del trabajo. En 1935, estas leyes regían ya en todos 
los Estados, con excepción de dos; en 1948, se hallaban vigentes en la tota-
lidad de los Estados, sin excepción alguna. 

Fuera de ésta, los Estados Unidos sólo conocían, antes de 1935, otra 
forma de seguridad social: el seguro contra la desocupación. Solamente en 
un Estado, el de Wisconsin, regía una ley de este tipo, antes de la época 
en que el Congreso de los Estados Unidos abordó la elaboración de la ley 
de 1935 sobre seguridad social. Y, en realidad, hasta 1936 no se hizo efectiva 
en los Estados Unidos ninguna prestción relacionada con el seguro de 
desocupación. 

Durante el período de1890 a 1918, algunos Estados abrieron oficinas pú. 
blicas de contratación para los obreros sin trabajo y los patrones necesitados  

de mano de obra. Pero, fué solamente a partir de la primera guerra mundial 
cuando el propio gobierno federal consideró necesario crear una red de ofi-
cinas públicas de contratación de trabajo que cubría todo el país y se co-
nocía bajo el nombre de Servicio de Colocaciones de los Estados Unidos. La 
mayoría de estas oficinas públicas de trabajo (854) dependían directamente 
del gobierno federal; algunas de ellas, sin embargo, las administraban los 
mismos Estados, aunque el gobierno federal se encargase de costear los suel-
dos de gran número de los empleados destinados en ellas. Después de la 
segunda guerra mundial, el Servicio de Colocaciones de. los Estados Unidos 
quedó reducido a menos de la décima parte de su volumen anterior. No 
obstante, cerca de la mitad de los Estados siguieron sosteniendo y regen-
teando como unas 150 oficinas públicas de trabajo hasta el año 1933, es 
decir, hasta el momento en que el gobierno federal tomó de nuevo el asunto 
en sus manos, para atender a las necesidades .del país, en su totalidad. A 
partir de la creación, en 1935, del seguro contra la desocupación previsto 
por las disposiciones de la ley de seguridad social, el gobierno federal viene 
concediendo préstamos a los Estados con el fin de financiar, por así decirlo, 
el 100 por ciento de los gastos de funcionamiento de las oficinas públicas 
de colocaciones, consideradas por él como parte integrante de una admi-
nistración regular y eficiente de las leyes sobre el seguro contra la desocu-
pación vigentes en los Estados. 

Antes de 1935, existían otras medidas sociales, que fueron desarrollándo-
se con gran vigor, graCias a la ayuda finanCiera de las autoridades federales, 
tal como la ley de seguridad social lo disponía. Y así, tenemos que el Servicio 
de Sanidad Pública existe, por decirlo así, desde los primeros tiempos de la 
República. Y este servicio suministra asistencia médica a los marineros, sos-
tiene un servicio de cuarentena para impedir la inmigración de personas 
afectadas por enfermedades contagiosas y colabora con los departamentos de 
Sanidad Pública de los Estados para velar por la salubridad de las comu-
nidades. 

Otro tanto acontece con la Oficina de la Infancia del departamento, del 
Trabajo (dependiente en la actualidad del departamento de Sanidad, de 
Educación y de Bienestar), que colabora desde el primer momento con los 
servicios de los distintos Estados para fomentar y asegurar el bienestar y la 
salud de la madre y el niño. Y se halla en vigor, asimismo, una ley federal 
sobre la reeducación proporcional, encargada de suministrar ayuda finan-
ciera y técnica a las oficinas creadas por los diversos Estados para los fines 
de este tipo de reeducación. 

A lo largo de los años, los diferentes Estados y autoridades locales han 
financiado y administrado hospitales y sanatorios destinados, en gran me-
dida, a prestar atención a las personas afectadas de tuberculosis o de enfer- 
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medades mentales. Incluyendo estos hospitales y sanatorios, así como los hos-
pitales de veteranos, mucho más de la mitad de las camas hospitalarias eran, 
en 1935, propiedad del gobierno federal, de los gobiernos de los Estados y 
de las autoridades locales y se hallaban bajo la administración directa de 
éstas; y de entonces acá, la proporción ha aumentado considerablemente. 

Desde 1857, venía existiendo una legislación federal por la que se 
concedían pensiones al personal militar retirado. En 1920, se dictó, asimismo, 
una legislación federal creando el régimen de retiro para las personas civiles 
que prestan sus servicios al gobierno nacional. Y, del mismo modo, nume-
rosos gobiernos de Estados y autoridades locales disponen, desde hace mu-
chos años, de regímenes de retiro para el personal a su servicio. 

Desde que existe la República, se han abonado pensiones, naturalmente, 
a los veteranos de las diversas guerras y a sus viudas. Pero, desde la primera 
guerra mundial, las prestaciones concedidas a los veteranos no versan sola-
mente sobre pensiones, sino también sobre asignaciones a las personas depen-
dientes de ellos, asignaciones de invalidez y asistencia médica. Y estas presta-
ciones no se suministran solamente cuando la muerte o la invalidez sobre-
vienen por actos de servicio, sino también cuando se producen al margen 
de éste. 

La ley de seguridad social de 1935 

La ley de seguridad social de 1935 fué implantada durante el período 
de grave crisis económica que descargó, no sólo para los Estados Unidos, sino 
sobre el mundo entero. Los tres grupos de la población más seriamente afec-
tados fueron los agricultores, por la baja de los precios, los trabajadores del 
comercio y de la industria, por el paro general, y las personas de edad avan-
zada, gran número de las cuales perdieron los ahorros que habían logrado 
reunir durante toda una vida, a consecuencia de las quiebras de los bancos, 
de las compañías de seguros y de las grandes empresas, en general. No entra 
en los marcos del presente artículo, dedicado exclusivamente a examinar los 
problemas que entran, habitualmente, en el concepto de la "seguridad so-
cial", el pasar revista a la acción emprendida por el gobierno nacional para 
ayudar a los agricultores. Fué la deplorable situación en que se encontra-
ban, en 1935, los obreros desocupados y los viejos lo que suscitó la principal 
preocupación del gobierno federal y le movió a imjilantar un régimen de 
seguridad social extensivo al conjunto de la nación. Tal fué, sin ningún gé-
nero de duda, la razón en virtud de la cual creó el Congreso el seguro contra 
la desocupación y el seguro de vejez, como los primeros regímenes de seguro 
social aplicables a los trabajadores de toda la nación, en vez de instituir el  

seguro de enfermedad y de invalidez, como se había hecho en la mayoría de 

los demás países industrializados. 

La ley de seguridad social de 1935 no englobaba solamente los dos re-
gímenes de seguros sociales que acabamos de mencionar, sino también la 

asistencia pública (conocida en otros países bajo el nombre de asistencia so-

cial). Y preveía, asimismo, una ayuda financiera federal a los sistemas re-

lacionados con la salud de las madres y los niños y a la previsión social, así 
como a las actividades encaminadas a fomentar la sanidad pública y la re-
educación profesional. 

Es importante hacer notar que, entre las diferentes medidas contenidas 
en la ley de 1935, solamente una preveía la administración directa por el 
propio gobierno nacional. Nos referimos al régimen del seguro de vejez que 
concede prestaciones a las personas con derecho a ellas que se retiren del 
trabajo después de haber cumplido los 65 años. Era de todo punto evidente 
que el gobierno nacional debía encargarse de administrar directamente este 
régimen de seguro social, dada la gran movilidad de los trabajadores y los 
frecuentísimos desplazamientos de población de unos Estados a otros. Esto 
hacía que los diferentes Estados no estuviesen en condiciones de administrar 
el régimen de este seguro sobre bases sólidas, desde el punto de vista finan-
ciero, ya que no podían -estar seguros de las obligaciones futuras eventuales 
que tendrían que asumir con respecto a los trabajadores retirados. 

Todos los demás regímenes previstos por la ley de seguridad social de 
1935 deberían ser administrados por los diversos Estados, aunque gran parte 
de los gastos fuesen cubiertos por los préstamos federales a dichos Estados. 
La razón de que la facultad de administrar estos regímenes sociales se con-
fiara a los diversos Estados no es otra que la estructura federal del gobierno 
de los Estados Unidos de América. El gobierno nacional posee una serie 'de 
poderes determinados, pero se hallan reservadas a los Estados todas aque-
llas facultades no delegadas en el gobierno federal. 

• 
En 1935, no estaba claro hasta qué punto el gobierno de la federación 

podía legislar en material social. Hay en la Constitución federal un artículo 
por el que se autoriza al gobierno nacional a percibir impuestos destinados 
a asegurar "el bienestar general de los Estados Unidos". En 1937, la Su-
prema Corte, basándose en este artículo, confirmó el carácter constitucional 
de las disposiciones sobre el seguro de desocupación y el seguro de vejez, las 
únicas que daban lugar a dudas. 

Es posible que el Congreso hubiese previsto que las disposiciones sobre 
el seguro de desocupación deberían ser aplicadas por el propio gobierno na-
cional mejor que por los diversos Estados, si entonces hubiese estado claro 
que tenía poderes constitucionales para ello. Es cierto que las medidas des- 
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tinadas a combatir una desocupación generalizada encierran un problema de 
interés nacional. Sin embargo, como ya hemos dicho, la aplicación de gran 
número de medidas relacionadas con la sanidad y el bienestar se hallaba 
tradicionamente reservada a la competencia de los Estados. Y no cabe duda 
de que fué esta la razón de que la administración de los otros regímenes se 
confiara a los Estados, más bien que la duda acerca de los poderes consti-
tucionales que en esta materia pudieran asistir al gobierno nacional. 

Se da el nombre de "regímenes federales y de los Estados" a los dife-
rentes regímenes establecidos por la ley de seguridad social de 1935. Se 
significa con ello que el gobierno federal concede préstamos a los diversos 
Estados (quienes, generalmente, cubren más de la mitad de los gastos), a 
condición de que los Estados se encarguen de organizar una administración 
adecuada y eficaz y utilicen los préstamos federales única y exclusivamente 
para los fines especificados. 

Así, los préstamos federales destinados a la asistencia pública sólo 
pueden utilizarse para suministrar asistencia a tres categorías especificadas 
de personas indigentes, a saber: las personas de edad avanzada, los ciegos y 
los nidos a quienes hay que sostener. Esta asistencia debe suministrarse en 
dinero y no en especie. Además, si bien la administración de un Estado 
tiene el derecho y el deber de determinar la cuantía mensual total de que 
la persona indigente necesita para hacer frente a sus necesidades fundamen\ 
tales, le está prohibido fiscalizar el modo exacto cómo invierte el beneficiario 
la suma total recibida. 

En general, puede decirse que la ley de seguridad social de 1935 marca 
el comienzo del desarrollo de un régimen de seguridad social extensivo a 
toda la nación. Las diversas ramas previstas en ella pueden agruparse así• 
la primera línea de defensa contra la miseria está formada por dos tipos de 
seguro social, que son el seguro de desocupación y el seguro de vejez; la 
segunda línea de defensa contra la miseria la forma la asistencia pública 
suministrada en dinero a los tres grupos de personas más necesitadas, que 
son las personas indigentes de edad avanzada, los ciegos indigentes y los 
niños a quienes hay que sostener. Existen, además, finalmente, ciertos ser-
vicios de sanidad y bienestar, a los que ya nos hemos referido. 

No cabe duda de que el Congreso quiso reducir la necesidad de recu-
rrir a la asistencia pública, creando, por medio de un seguro social contribu-
tivo, una protección contra la pérdida de ingresos como resultado de los dos 
grandes riesgos económicos de la desocupación y la vejez. Pero, se comprobó 
que numerosas personas pertenecientes a estos grupos sociales se hallaban 
ya en la penuria y que el gobierno federal debía, por esta razón, ayudar a 
los Estados a hacerse cargo de los gastos de la asistencia pública en metá-
lico a que eran acreedores quienes no tenían derecho a las prestaciones del 
seguro social. Y se reconoció, asimismo, que los dos regímenes del seguro 
social no ampararían a todos los trabajadores ni podrían, en ciertos casos, 
asignar prestaciones totalmente suficientes en cuanto a su cuantía y dura-
ción, razón por la cual habría todavía en lo sucesivo personas necesitadas 
de una asistencia pública. 

Las relaciones entre el poder federal y los Estados son particularmente 
complejas en lo tocante al seguro de desocupación y resultan, por consi-
guiente, difíciles de comprender. El gobierno federal percibe lo que se llama 
el impuesto federal de desocupación. Este impuesto se fija a razón del 3 por 
ciento de la nómina de salarios del patrón. Pero se concede a éste un crédito 
o una reducción del 2.7 por ciento en compensación de dicho impuesto, si 
se halla sujeto a una ley sobre el impuesto de desocupación de un Estado 
y obligado a pagar cotizaciones con arreglo a esta ley, siempre y cuando que 
sus disposiciones se ajusten a las condiciones mínimas señaladas por la ley 
federal. Resultado de esto ha sido, como es lógico, que todos los Estados 
adoptasen leyes de este tipo. Con las tres décimas del 1 por ciento del im-
puesto federal de desocupación, el gobierno federal cubre el 100 por ciento 
de los gastos de administración que corren a cargo de los servicios de los 
Estados encargados de administrar estas leyes. Los Estados, por su parte, 
asumen el 100 por ciento del costo de las prestaciones de desocupación a 
costa de las cotizaciones pagadas de antemano por los patrones y que los 
Estados deben ingresar en un fondo de depósito regenteado por el gobierno 
federal. 

El régimen del seguro de vejez estaba financiado por las cotizaciones 
que debían pagar, por partes iguales, los patrones y los trabajadores. Este 
régimen dé seguro social descansaba sobre una base de cálculos actuariales, 
de tal manera que sé bastase a sí mismo, sin necesidad de recurrir a un 
subsidio del gobierno alimentado por un impuesto general sobre los ingresos. 

Como ya se ha dicho, el impuesto federal de desocupación pesaba úni-
camente sobre los patrones. Sin embargo, los Estados quedaban en libertad 
para pedir que los asalariados contribuyeran también a él, y nueve Estados 
lo hicieron así, aunque con el tiempo todos los Estados, con excepción de 
dos, suprimieron esta contribución de los asalariados. También en este caso 
existía el propósito de no recurrir a subsidios del gobierno a costa de los in-
gresos generales. 

El período posterior a 1935 

En 1939, el Congreso introdujo diversas enmiendas al régimen del se-
guro de vejez, incorporando a él las prestaciones para las "personas depen-
dientes", o sean las mujeres y los hijos pequeños de los trabajadores retira- 
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dos, y las prestaciones de "sobrevivientes" en favor de las viudas, los huér-
fanos y los parientes que dependían de los trabajadores asegurados fallecidos. 
Como consecuencia de estas enmiendas, el régimen acabó asumiendo el 
carácter de un régimen familiar más bien que el de un régimen de retiro 
para trabajadores. El nombre del régimen se cambió por el de Régimen 
federal de seguro de vejez y supervivientes. Poco después de la implantación 
de las enmiendas de 1939, estalló la segunda guerra mundial, pasando a 
absorver la atención del Congreso y de la población de los Estados Unidos. 
El único cambio de importancia introducido antes de 1950 en la ley de se-
guridad social fué el aumento de la ayuda federal a los Estados, con el fin 
de facilitarles la financiación de los gastos de la asistencia pública. Al llegar 
a 1950, se amplió considerablemente el régimen federal de seguro de vejez 
y supervivientes, con objeto de que amparara, no sólo a los trabajadores 
agrícolas y al personal doméstico de las granjas con un empleo regular, sino 
también a las personas que trabajaban por su cuenta. Y se elevó también 
considerablemente la tasa de las prestaciones. 

También en 1950, el Congreso volvió a aumentar la ayuda federal a los 
Estados, con objeto de facilitarles la financiación de los gastos de la asisten-
cia pública suministrada a los tres grupos de personas indigentes ya enume-
rados y a otro nuevo, a saber, el de las personas afectadas de invalidez per-
manente y total. 

En 1952, fué modificado de nuevo el régimen federal del seguro de 
vejez y supervivientes, con el fin de elevar la tasa de las prestaciones. Y, 
actualmente, en 1954, no sólo se han aumentado las prestaciones previstas 
por el régimen, sino que se ha ampliado, además, su radio de acción, al 
incluir en él a los que explotan tierras de labor y, prácticamente, a todos los 
trabajadores agrícolas y al personal doméstico de las granjas. Resultado de 
ello es que el régimen abarque en la actualidad, por así decirlo, a todas las 
personas que ejercen un trabajo remunerado, exceptuando las que se hallen 
amparadas por otro régimen gubernamental y los médicos, los odontólogos y 
los abogados que trabajan por su cuenta. 

Además de la ley de seguridad social misma, existe otra legislación que 
prevé ciertas formas concretas de seguridad social. Tenemos, por ejemplo, la 
ley federal sobre el retiro del personal de los ferrocarriles y la ley federal 
sobre el seguro de desocupación de este mismo personal. Estas leyes amparan 
a las personas que se hallan al servicio de las redes ferroviarias explotadas 
con carácter privado en los Estados Unidos. La ley sobre el retiro del per-
sonal de los ferrocarriles fué aprobada en 1935. Bajo su primera forma, pre-
veía solamente prestaciones de retiro para los trabajadores de edad avanzada 
y prestaciones para los trabajadores afectados de invalidez permanente y to-
tal. Esta ley fué modificada en 1946, con el fin de conceder también pres-
taciones a los supervivientes. La ley sobre el seguro de desocupación del  
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personal ferroviario fué aprobada en 1938. Bajo su forma primitiva, sólo 
establecía el pago de prestaciones en caso de desocupación originada por la 
penuria de trabajo. En 1946, esta ley se modificó para incluir en ella el pago 
de prestaciones de enfermedad y maternidad. 

Por lo que se refiere a los diferentes Estados, la única forma de legis-
lación de seguridad social introducida con posterioridad a 1935, fuera del 
seguro de desocupación, ha sido la institución por cuatro Estados de un se-
guro para casos de invalidez temporal. La exposición que acabamos de hacer 
traza, pues, un cuadro completo del sistema de seguridad social vigente en 
1954 en los Estados Unidos de América. Pero, conviene llamar todavía la 
atención hacia algunos de los aspectos más importantes de este cuadro. 

Aspectos importantes del régimen de seguridad social de los 

Estados Unidos de América 

Debe señalarse, en primer lugar, el papel que desempeñan las com-
pañías privadas de seguros. En el campo del seguro de reparación de los 
accidentes del trabajo, los empresarios pueden asegurar sus riesgos con com-
pañías privadas de seguros, salvo en siete Estados y Puerto Rico, en que los 
gobiernos disponen de regímenes propios, a este efecto. En lo tocante al 
seguro contra la invalidez temporal, tres de cuatro Estados autorizan a los 
empresarios a asegurar sus riesgos en compañías privadas de seguros, y sola-
mente un Estado posee un régimen• propio para estos fines. Pero las compa-
ñías privadas de seguros no funcionan dentro del marco del régimen federal 
del seguro de vejez y supervivientes, del régimen de retiro del personal de 
los ferrocarriles, del régimen del seguro de desocupación del personal ferro-
viario, de los regímenes del seguro de desocupación de los Estados, ni en 
relación con ninguno de los regímenes de retiro que amparan a las personas 
al servicio del gobierno federal ni de los gobiernos de los Estados y las au-
toridades locales, exceptuados solamente algunos casos muy raros. 

En segundo lugar, y por lo que se refiere a la financiación, es oportuno 
observar que, en los diversos regímenes de seguro social (con excepción de 
el personal al servicio de los gobiernos), ninguna parte de los gastos de las 
prestaciones es financiada por los ingresos generales de los gobiernos. En el 
seguro de indemnización por accidentes del trabajo, el empresario asume , 
los gastos íntegros, salvo en dos Estados, en que los trabajadores contribuyen 
con una fracción muy pequeña de los gastos originados por la atención mé-
dica. En dos de los cuatro Estados en que rige el seguro de invalidez, los 
trabajadores asumen la totalidad de los gastos. En los otros dos, los gastos 
se reparten entre los patrones y los trabajadores. En el seguro de desocupa-
ción (incluyendo el régimen del seguro de desocupación del personal de los 
ferrocarriles,, que prevé también el pago de pensiones de enfermedad y ma- 
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temidad), el empresario paga la totalidad de los gastos, exceptuando dos 
Estados, en los que los trabajadores contribuyen con una pequeña fracción 
de aquéllos. Con arreglo al régimen federal de seguro de vejez y supervi-
vientes, empresarios y trabajadores contribuyen a los gastos por partes igua-
les, y en los regímenes de retiro de los asalariados implantados por dife-
rentes gobiernos es habitual que empresarios y trabajadores se repartan tam-
bién los gastos. 

En tercer lugar, y en lo que concierne a la protección de las personas 
expuestas a los diferentes riesgos económicos, conviene señalar que, sobre 
poco más o menos, todas las personas que ejercen una ocupación remune-
rada se hallan amparadas por un régimen gubernamental de retiro. Cerca 
de las cuatro quintas partes de los trabajadores remunerados mediante sa-
lario o sueldo se hallan amparados por leyes sobre la reparación de los ac-
cidentes del trabajo y sobre la desocupación. Hacia la quinta parte de estos 
trabajadores se halla amparada por leyes de protección contra la pérdida 
del salario por una incapacidad temporal, y solamente una décima parte se 
halla asegurada por leyes que conceden una protección contra la pérdida 
del salario en razón a una incapacidad permanente y total. No existe nin-
guna ley general de seguro de enfermedad que cubra los gastos de asistencia 
médica. 

En cuarto lugar, en lo que se refiere a la cuantía y a la duración de las 
prestaciones, todos los regímenes del seguro social de los Estados Unidos 
basan sus prestaciones sobre el nivel del salario anterior del asegurado. En 
general, los asalariados que perciben salarios bajos obtienen una proporción 
mayor de la media anterior del salario semanal o mensual mayor que los que 
cobran salarios altos. Este resultado se obtiene, a veces, estableciendo un 
porcentaje variable del salario (como ocurre por ejemplo, en el régimen fe-
deral del seguro de vejez y supervivientes), y fijando una cuantía mínima 
y otra máxima. 

Como consecuencia del retraso con que se han elevado las prestacio-
nes máximas para corresponder al aumento de los salarios, los trabajadores 
que perciben salarios altos han sufrido una reducción en cuanto a la pro-
porción entre las prestaciones que se les abonan y los salarios que pierden. 
Y, del mismo modo, la prestación media pagadera al asegurado constituye, 
de aquí en adelante, una proporción menos elevada del salario medio que 
se paga a todos los trabajadores asegurados. Así, la prestación abonada a los 
trabajadores de salario poco elevado, con arreglo a las leyes sobre indemni-
zación de los accidentes del trabajo, es, habitualmente, sobre poco más o 
menos, de un 66 por ciento de su salario anterior, y mucho más baja aún a 
tenor de las leyes sobre el seguro de desocupación. Y la prestación media 
pagadera en virtud de las leyes sobre indemnización de accidentes del tra-
bajo es del 40 por ciento aproximadamente del salario medio, y la presta- 
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ción media adeudada conforme a las leyes sobre el segare, de desocupación 
del 33 por ciento, sobre poco más o menos, del salario medio. 

A tenor del régimen federal de seguro de vejez y supervivientes, las 
prestaciones pagaderas a los trabajadores de salario poco elevado es del 55 
por ciento del salario anterior, y la media de las prestaciones adeudadas 
aproximadamente del 33 1/3 por ciento del salario precedente. 

Aumentan las proporciones de la compensación por pérdida de salario 
los suplementos a las prestaciones por las personas dependientes del asegu-
rado. Sin embargo, el pago de estos suplementos sólo está previsto en catorce 
leyes sobre la reparación de los accidentes del trabajo y en once leyes sobre 
el seguro de desocupación. El régimen federal de seguro de vejez y super-
vivientes y el régimen de retiro del personal de los ferrocarriles preven un 
aumento del 50 por ciento de las prestaciones estatuidas, cuando el traba-
jador retirado tenga que sostener a una esposa que haya alcanzado igual-
mente la edad necesaria para jubilarse. 

La duración del pago de las prestaciones según las diferentes leyes sobre 
la reparación de los accidentes del trabajo puede considerarse equitativa 
en caso de incapacidad temporal, pero no es adecuada, ni mucho menos, 
en los casos de incapacidad permanente de cierta importancia, y aún menos 

en los casos de fallecimiento. Menos de doce leyes de los Estados sobre in-
demnización de accidentes del trabajo conceden a las personas incapacitadas 
para el trabajo prestaciones durante todo el tiempo que•se mantiene su in-
capacidad, a sus viudas durante el período de viudedad, o a los huérfanos 
hasta cumplir la edad de 18 años. A tenor de las leyes de los diferentes Es-
tados sobre el seguro de desocupación, la duración del pago de las presta-
ciones aumenta con la del período durante el cual trabajó anteriormente la 
persona desocupada. El período máximo es de veintiséis semanas y media. 
En la actualidad, una persona desocupada de cada cuatro ve expirar su 
derecho a las prestaciones durante el tiempo que permanece sin trabajo. El 
régimen federal del seguro de vejez y supervivientes y el régimen de retiro 
del personal ferroviario conceden prestaciones al trabajador retirado durante 
todo el resto de su vida, a su viuda durante todo el período de viudedad 
y a sus hijos hasta alcanzar la edad de 18 años. 

Algunas observaciones generales 

Teniendo en cuenta que la ley federal de seguridad social no contiene 
ninguna disposición en que se prevea un seguro social destinado a cubrir 
los gastos de la asistencia médica y la pérdida de ingresos originada por una 
incapacidad física; considerando que no todas las personas que ejercen un 
empleo remunerado se hallan amparadas por el seguro social; y como quiera, 
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finalmente, que no han sido adoptadas las medidas necesarias para ponerse 
al nivel del aumento de los salarios y el alza del coste de vida, ha sido ne-
cesario suministrar asistencia pública a gran número de personas indigentes. 
En efecto, el número de personas necesitadas beneficiarias de la asistencia 
pública ha ido constantemente en aumento hasta el año 1950, para decrecer 
a partir de entonces. Existen, sin embargo, todavía 5.5 millones de personas 
acogidas a la asistencia pública, con relación a 13 millones que se benefician 
con las prestaciones pagaderas en virtud de las diferentes leyes sobre el se-
guro social y la ayuda a los veteranos. Sería falso, sin embargo, llegar de aquí 
a la conclusión de que el seguro social no ha dado importantes resultados. 
Gracias a él, la necesidad de suministrar asistencia pública se ha visto re-
ducida a un número de casos inferior al de los que habrían reclamado esta 
asistencia, de no haber existido el seguro social. El solo hecho de que dis-
minuye el número de personas que se acogen a los beneficios de la asistencia 
pública, a pesar del aumento de la población, demuestra que el seguro so-
cial ha dado considerables frutos. Además, el número de personas de edad 
avanzada y de niños, que son los que habitualmente más necesitan de ayuda, 
ha aumentado en proporción mucho mayor que el de los otros grupos de 
edad de la población. 

del régimen federal del seguro de vejez y supervivientes, y puede servir 
para ilustrar el punto de que tratamos. 

PRESTACIONES DEL SEGURO DE VEJEZ Y SUPERVIVIENTES 

(en dólares) 

Prestaciones de retiro Prestaciones de supervivientes 

Media de 

salarios 

mensuales 

Prestación 

mensual al 

trabajador 

Prestación 
mensual al 
trabajador 

y a la esposa 

Viuda 
Viuda con 

un hijo 

Viuda con 

dos hijos 

100 55,00 82,50 41,30 82,60 82,60 

150 68,50 102,80 51,40 102,80 120,00 

200 78,50 117,80 58,90 117,80 157,10 

250 88,50 132,80 66,40 132,80 177,20 

300 98,50 147,80 73,90 147,80 197,10 

350 108,50 162,80 81,40 162,80 200,00 

Es especialmente significativo que la cifra de personas de edad avan-
zada y de niños huérfanos acogidos a los beneficios de la asistencia pública 
haya disminuido paralelamente al fuerte aumento del número de benefi-
ciarios del seguro de vejez y supervivientes. Así, existen en la actualidad 
2.600,000 personas de edad avanzada y 240,000 niños huérfanos acogidos a 
la asistencia pública y, en cambio, 5.200,000 personas de edad avanzada y 
1.000,000 de niños huérfanos que perciben prestaciones al amparo del ré-
gimen federal del seguro de vejez y supervivientes. Además, y aún antes 
del aumento de las prestaciones del seguro social introducida durante el 
año 1954, menos del 10 por ciento de las personas de edad avanzada que 
percibían prestaciones de retiro y menos del 6 por ciento de los niños 
huérfanos beneficiarios de prestaciones de supervivencia se han visto obli-
gados a recurrir a la asistencia pública para obtener una ayuda comple-
mentaria. 

No hay que olvidar tampoco que los trabajadores de los Estados Uni-
dos cuentan con mayores posibilidades que los de otros países para proveer 
a su seguridad por sus propios medios. Así, cerca de 100 millones de per-
sonas sobre una población total de 159 millones cuentan con un seguro 
privado de enfermedad que cubre aproximadamente el 10 por ciento de 
la pérdida total de los ingresos originada Por la enfermedad y el 19,5 por 
ciento de los gastos totales de asistencia médica. Aproximadamente el mis-
mo número de personas se halla protegida por un seguro privado de vida, 
y exceden bastante de la mitad del número total de familias las que cuen-
tan con casa propia. Millones de gentes tienen una economía líquida en 
forma de numerario, de cuentas bancarias, y de bonos del gobierno, aunque 
es cierto que la mayoría de estas economías líquidas pertenecen a los gru-
pos sociales que disfrutan de rentas más altas. 

Además de las diferentes formas de economías que han sido enume-
radas más arriba, existen sistemas no gubernamentales de previsión insti-
tuídos por diversos empresarios y para industrias enteras (tales como las 
industrias del carbón, del acero, automovilística, eléctrica y del vestido) 
que conceden vacaciones pagadas y prestaciones de enfermedad, seguros de 
vida, prestaciones de retiro, etc., y todas estas medidas, consideradas en su 
conjunto alcanzan en importancia a las prestaciones concedidas por el go-
bierno a título de seguridad social. Los sistemas no gubernamentales de 
retiros abarcan a cerca de 12.000,000 de trabajadores. No obstante, y te-
niendo en cuenta que algunos de estos sisterísas son de reciente creación y 

Pero, para determinar si la protección conferida por el seguro social 
de los Estados Unidos y, sobre todo, si la cuantía de las prestaciones, son 
realmente satisfactorias, hay que tener en cuenta, principalmente, un fac-
tor y es el nivel relativamente alto de los salarios abonados en éste país. 
Por consiguiente, aunque la cuantía de las prestaciones, considerada como 
porcentaje de este nivel de salarios relativamente elevado pueda parecer 

baja, la suma real en dólares es, sin embargo, alta. El cuadro que reprodu-
cimos a continuación indica la cuantía de las prestaciones pagaderas a tenor 
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a la vista de la extraordinaria movilidad de los trabajadores, que impide 
a muchos de ellos llegar a adquirir el derecho a las correspondientes pres-
taciones, solamente 500,000 trabajadores jubilados disfrutan actualmente de 
las prestaciones de retiro estatuidas por estos sistemas no gubernamentales. 

Los ingresos de las familias de los Estados Unidos de América difie-
ren considerablemente, y no cabe duda de que este hecho influye conside-
rablemente en la necesidad de un régimen de seguridad social. Así, ""euros 
que la quinta parte de las familias, aquella cuyos ingresos son más bajos 
no percibe más que el 5 por ciento de toda la renta nacional, mientras que 
la quinta parte de situación más acomodada percibe, aproximadamente, el 
40 por ciento. Sin embargo —y a pesar de ésta gran diferencia en cuanto 
a los ingresos—, es cierto que la cesación o la interrupción de los ingresos 
corrientes del cabeza de familia es la causa principal de la indigencia que 
se encuentra en los Estados Unidos, mucho más que la insuficiencia del 
salario proviniente de una ocupación regular. Entre los 5.500,000 de per-
sonas actualmente acogidas a los beneficios de la asistencia pública, sola-
mente 200,000 necesitan recurrir a ella para completar el salario insufi-
ciente percibido normalmente por el cabeza de familia. El resto figura en 
las categorías de personas que no trabajan ya por sí mismas o a familias 
cuyo sostén habitual no trabaja, como son las personas de edad avanzada, 
los ciegos, los inválidos permanentes y totales, los niños de padres que han 
muerto o no son aptos para el trabajo o se hallan ausentes del hogar, y 
por último, cierto número de personas en paro forzoso. Pero, es evidente 
que si fuese más elevado el número de personas pertenecientes al grupo 
de salarios inferiores y que trabajan permanentemente, sería también ma-
yor, entre ellas, la cifra de las que se encontrarían en condiciones de poder 
ayudar a sus familiares que no trabajan, eximiéndolas con ello de la obli-
gación de tener que recurrir a la asistencia pública. 

Perspectivas de desarrollo futuro 

El sistema de seguridad social de los Estados Unidos no es, ni mucho 
menos, un todo acabado, como no lo son tampoco los sistemas de seguridad 
social de otros países. Un régimen de seguridad social no brota nunca bajo 
la forma de un sistema totalmente desarrollado y creado por los designios 
de una sola persona o de un grupo de individuos. Por el contrario, todo 
régimen de seguridad social va desarrollándose gradualmente, a medida que 
la población del país experimenta la necesidad de verse amparada contra 
los riesgos económicos más frecuentes y estimula al gobierno a actuar y a 
dar satisfacción a los deseos especiales por ella manifestados. Es, pues, ine-
vitable que en el curso del desarrollo de un sistema de seguridad social se 
presenten lagunas, entrecruzamientos y anomalías. Y, a medida que estos  

hechos se hacen más y más ostensibles, se toman las medidas necesarias 
para llenar las lagunas, extendiendo la protección con el fin de amparar a 
mayor número de personas y de hacer frente al mayor número de riesgos. 
Y, al mismo tiempo, se adoptan las providencias encaminadas a hacer dis-
minuir los entrecruzamientos y a establecer una fusión o, por lo menos, una 
coordinación entre los distintos sistemas que han ido desarrollándose, con 
objeto de suministrar protección contra riesgos especiales, tales como la ve-
jez, la invalidez o la muerte del cabeza de familia. Del mismo modo que 
se atiende a remediar las anomalías nacidas de la diferencia entre las pres-
taciones concedidas para compensar la misma pérdida de salario, con arre-
glo al riesgo económico especial que la haya provocado (desocupación, in-
validez o jubilación). 

Y no cabe duda de que en este sentido habrá de desarrollarse en lo 
futuro el régimen de seguridad social, en los Estados Unidos de América. 
La gran laguna del actual régimen de seguridad social consiste, evidente-
mente, en la falta de un régimen gubernamental aplicable a toda la nación, 
que suministre la protección necesaria contra la pérdida de ingresos y cubra 
los gastos de la asistencia médica necesaria en caso de enfermedad o inva-
lidez que .no sobrevengan como resultado del empleo ejercido por el traba-
jador. No cabe duda de que la protección contra la pérdida de ingresos 
como resultado de una invalidez permanente y total habrá de incluirse en 
el régimen federal de seguro de vejez y supervivientes, como se ha incluido 
ya en el régimen de retiro del personal de los ferrocarriles. En cambio, no 
es posible aún asegurar que la protección contra la pérdida de ingresos de-
bida a una invalidez temporal haya de incluirse en los regímenes de los 
diversos Estados sobre reparación de accidentes del trabajo o sobre el se-
guro de desocupación (como ya se ha hecho en cuatro Estados) o en el 

régimen federal del seguro de vejez y supervivientes. 

Asimismo es dudoso cuál haya de ser el modelo en que se base en 
el futuro la protección contra los gastos de asistencia médica. La Asociación 
de Médicos norteamericanos se opone violentamente a toda acción guber-
namental, y muy especialmente a toda acción por parte del gobierno fe-
deral. En su actitud oposicionista, la Asociación no hace distinción alguna 
entre el seguro de enfermedad destinado a cubrir los gastos de la asistencia 
médica y un régimen de medicina de Estado en que el gobierno, se ocupa 
de suministrar por sí mismo, directamente, los servicios médicos. La Aso-
ciación engloba ambas clases de medidas bajo el nombre común de "medi-
cina socializada". Pero, como ya se ha subrayado, la protección por el go-
bierno de la población civil y del personal al servicio de las fuerzas armadas 
se ha desarrollado considerablemente en los últimos tiempos, y no cabe 
duda de que buen número de medidas de éstas entran en los marcos de 
la medicina a cargo del Estado. Nos referimos, al decir esto, principalmen- 
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te, a la atención médica suministrada a los veteranos de guerra y a las 
personas atendidas en las instituciones públicas de tuberculosos y enfermos 
mentales, así como a las personas indigentes hospitalizadas en establecimien-
tos públicos. Y otro tanto podríamos decir de la asistencia médica sumi-
nistrada a las personas no atendidas por instituciones públicas, pero que 
se hallan a cargo de las diversas formas de asistencia pública concedida en 
metálico y asumida por instituciones gubernamentales. 

El hecho de que se hallen ampliamente extendidos en el país diferen-
tes sistemas facultativos de seguro de enfermedad, por muy inadecuados 
que ellos sean, ha dado pie a numerosas discusiones sobre la posibilidad 
de que el gobierno federal subvencione estos sistemas, bien directamente o 
ya indirectamente, por medio de préstamos concedidos en los Estados que 
estén dispuestos a tratar con estos organismos facultativos. Los expertos esti-
man que existen dos principales dificultades para hacer más universales y 
más eficientes estos sistemas facultativos: la primera es la dificultad con 
que se tropieza para cobrar las primas a las personas que residen en las áreas 
rurales o que no trabajan para empresarios de cierta importancia (ya que 
éstos deducen las primas de los salarios o las pagan ellos mismos); la se-
gunda, consiste en el hecho de que quienes cuentan con ingresos poco ele-
vados no se hallan en condiciones de pagar las primas del seguro necesarias 
para cubrir los gastos de una asistencia médica completa. Una subvención 
del gobierno no resolvería, evidentemente, la primera de estas dos dificul-
tades, pero sí contribuiría a resolver la segunda. No obstante, la opinión 
pública revela muy poca comprensión y se muestra muy poco de acuerdo 
en cuanto a la medida en que el gobierno podría conceder una subvención 
para estas atenciones, en cuanto a las condiciones que, en su caso, debiera 
establecer y, por último, en cuanto al modo cómo deberían administrarse 
las subvenciones gubernamentales. 

Gran número de los que preconizan la conveniencia de que el gobier-
no subvencione los sistemas facultativos de seguro de enfermedad lo hacen 
movidos po'r la idea de que esto representa, a su juicio, un paso dado hacia 
la implantación de un seguro de enfermedad de tipo gubernamental. La 
Asociación de Médicos norteamericanos se opone formalmente a toda sub-
vención por parte del gobierno y se opone, asimismo, en la práctica, a la 
organización de sistemas facultativos de seguro de enfermedad por parte de 
quienes recurren a los servicios de un médico. 

De los desarrollos operados desde la implantación, en 1935, de la ley 
de seguridad social, y más especialmente de la acción emprendida por el 
Congreso en el transcurso del año 1954 y que ha introducido notableS me-
joras en el régimen federal del seguro de vejez y supervivientes, se des-
prende claramente que la población de los Estados Unidos muestra gran 
preferencia, como método primario de protección contra, los riesgos econó- 
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micos importantes, por un régimen contributivo de seguro social sobre cual-
quier sistema de asistencia pública. Tal ha sido, por lo demás, la experien-
cia realizada en la mayoría de los países, y seria en verdad sorprendente 
que no ocurriera otro tanto en los Estados Unidos. Aunque la asistencia 
pública se concede en dinero en vez de concederse en especies o en servi-
cios, aunque la determinación de las necesidades se establezca de manera 
objetiva y la asistencia se preste del modo más benevolente y constructible 
que sea posible, siempre abrigará el beneficiario el sentimiento de no ha-
llarse en condiciones de subvenir a sus necesidades por sus propios medios. 
En una economía financiera de libre concurrencia, como lo es la de los 
Estados Unidos, esto representa para el beneficiario la confesión de un 
fracaso personal, aunque sean causas de orden no personal las, responsables 
de ello. 

AsimisMo se desprende claramente que la población de los Estados 
Unidos prefiere un régimen contributivo de seguro social en que las pres-
taciones varíen con arreglo a los ingresos y salarios percibidos con anterio-
ridad. La razón probable de esto reside en la gran diferencia entre los in-
gresos, a que nos referíamos más arriba. 

Hasta ahora, no existe el menor indicio de que la población de los Es-
tados Unidos desee beneficiarse con las asignaciones para los hijos o con 
cualquiera otra forma de asignaciones familiares. Probablemente porque el 
nivel de los salarios en este país es relativamente elevado y también porque, 
en el curso de los últimos quince años los salarios han aumentado mucho 
más rápidamente que el costo de la vida. Debe recordarse, además, que 
las prestaciones concedidas a las viudas y a los huérfanos por los dos regí-
menes federales de seguro social y de asistencia pública, bajo la forma de 
ayuda a los niños a quienes hay que sostener, suministran una excelente 
protección a los niños privados del sostén de sus padres. 

No cabe ninguna duda de que la administfación del futuro régimen 
de una seguridad social contributiva más amplia y más satisfactoria se re-
partirá entre el gobierno federal y los diversos Estados. En la actualidad, 
sería imposible decir cómo habrá de establecerse el reparto preciso, en lo 
que se refiere a los seguros sociales contributivos. Es evidente que la admi-
nistración de la asistencia pública (que implica la determinación de las 
necesidades reales en cada caso concreto) deberá correr a cargo de los Es-
tados. En efecto, las necesidades no dependen solamente del costo de la 
vida, que varía de unas partes del país a otras, sino que depende también 
de la opinión pública dominante en las diversas partes del país en cuanto 
a lo que constituye en el mínimo de subsistencia indispensable. Y depende, 
igualmente, de la actitud que observen los miembros de la familia del be-
neficiario, en lo tocante a su responsabilidad, y de los bienes que el bene-
ficiario posea. Pero el que se deje a los diversos Estados el cuidado de ad- 
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ministrar la asistencia pública, no significa, naturalmente, que el gobierno 
federal se desentienda de su deber de auxiliarlos, para que puedan hacer 
frente a los gastos ocasionados por estas atenciones. Sin embargo, estos gas-
tos disminuirán considerablemente, en la medida en que se hagan más 
eficientes los seguros sociales contributivos. 

Consideraciones totalmente distintas determinarán el modo cómo el go-
bierno federal y los Estados se repartan entre sí la administración de los 
seguros sociales contributivos. En el seguro social contributivo, la ley misma 
se encarga de establecer las condiciones específicas que dan derecho a las 
prestaciones. Estas condiciones no dependen de la actitud local, ni de la 
voluntad de cada uno de los administradores. Sin embargo, toda ley nacio-
nal de seguros sociales es, por su propia naturaleza, una ley flexible, cuando 
las prestaciones se ajustan al diferente nivel de los salarios de los trabaja-
dores y de las categorías de los trabajadores y las comunidades. 

Cierto que existe una diferencia entre los problemas de administración 
referentes al pago de las prestaciones del seguro social cuando se trata de 
riesgos intermitentes y a corto plazo (por ejemplo, los nacidos de enferme-
dad y desocupación), de una parte, y de otra cuando se trata de prestacio-
nes en caso de riesgos a largo plazo (por ejemplo, los nacidos de vejez, 
invalidez o muerte). En el primer caso, es más esencial, sin duda alguna, 

• una administración netamente localizada. Pero, aun en el caso de los riesgos 
a largo plazo deberá estar la administración fuertemente descentralizada. 
Tal es, por otra parte, lo que se ha hecho con éxito en los regímenes del 
seguro social directamente administrados por ,el gobierno federal. 

Puede ocurrir que las modalidades eventuales de la administración se 
conciban de tal modo que el gobierno federal administre los seguros so-
ciales que cubren los riesgos a largo plazo, reservando a los Estados, en cam-
bio, la gestión de los seguros sociales contra los riesgos a corto plazo. Pero, 
sea de ello lo que quiera, es lo probable que el gobierno federal asuma la 
responsabilidad de velar por que queden cubiertos todos y cada uno de 
los riesgos, por que se ampare a las personas expuestas a ellos y se satisfa-
gan debidamente las prestaciones. El gobierno federal es el único que pue-
de proteger a los diversos Estados contra una concurrencia desleal entre 
ellos, concurrencia emanada de la posibilidad de que ciertos Estados no 
obliguen a los patrones a contribuir en la misma medida a la financiación 
de las prestaciones adecuadas. 

Huelga decir que el objetivo primordial de toda futura mejora del 
régimen de seguridad social en los Estados Unidos será, como ocurre por 
lo demás en todos los países, la instauración de una mayor justicia social. 
No es probable que ello se logre a costa de la equidad individual, en el 
sentido de que todos los beneficiarios tengan la garantía de recibir las pres- 

taciones proporcionales a sus primas. Esta preocupación por la equidad in-
dividual es resultado de una sociedad que descansa en la empresa libre y 
en la libre concurrencia, con rentas diferenciadas, como es la sociedad de 
los Estados Unidos, así como del hecho de que la población de este país 
se halla muy familiarizada con el seguro privado, el cual se quedaría, evi-
dentemente, sin asegurados, si no respetase el principio de la equidad in-
dividual. 

Además, el alto nivel de la economía de los Estados Unidos no exige 
que la equidad social se logre estableciendo un nivel uniforme de bienestar, 
sino que puede realizarse creando un nivel bienestar mínimo que permita 
a cada cual alcanzar realmente, como resultado de sus esfuerzos, el nivel 
de bienestar apetecido y le estimule a hacerlo. 

Teniendo en cuenta que la indigencia se déte principalmente a la ce-
sación o la interrupción de los ingresos corrientes más bien que a la insu-
ficiencia de los ingresos de gran parte de la población, probablemente en 
los Estados Unidos se seguirá concediendo gran importancia al hecho de 
que la seguridad social se encauce hacia la finalidad de distribuir los in-
gresos tanto entre lo períodos de ausencia de ingresos como entre los de 
percepción de éstos. No se advierte en modo alguno la inclinación a admi-
tir el empleo de la seguridad social para socializar una parte de la nómina 
de salarios de los empresarios o con el designio de proceder a una redistri-
bución de la riqueza. 

En los Estados Unidos, la aplicación de las medidas de asistencia pú-
blica establecidas dentro de los marcos de la seguridad social hacen que, a 
veces, ingresos que pertenecían a grupos sociales de ingresos altos se trans-
fieran a otros de ingresos más bajos. La razón de esto está en que los prés-
tamos concedidos por la autoridad federal a los Estados se financian por 
medio de los ingresos generales, la mayor parte de los cuales provienen del 
impuesto sobre las rentas, muy progresivo en los Estados Unidos. Y asi-
mismo es cierto que las primas de los patrones se hallan afectadas en una 
proporción mucho mayor al pago de las prestaciones del seguro social a 
los trabajadores de salarios poco elevados que al pago de estas prestaciones 
a los de altos salarios. Y también esto puede conducir a una transferencia 
de ingresos entre los asalariados. 

En los Estados Unidos, el costo global de todas las ramas de la segu-
ridad social es inferior al 5 por ciento de la renta nacional (sin incluir las 
prestaciones que corresponden a los veteranos y que representa, aproxima-
damente, un 2 por ciento). El costo futuro de un régimen de seguro social 
completo y razonablemente satisfactorio (excluyendo las prestaciones a los 
veteranos) oscilará, probablemente, entre el 7 y el 8 por ciento de la renta 
nacional. Porcentaje considerablemente menos elevado que en muchos otros 
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países. La causa de ello está en que la renta nacional de los Estados Uni-
dos es relativamente alta y relativamente pequeña la proporción de la po-
blación activa que cuente con ingresos bajos. 

Cuando decimos que una cierta proporción de la renta nacional se 
invierte en las atenciones de la seguridad social, no queremos significar con 
ello, en modo alguno, que deberá gravarse la economía nacional con nuevos 
gastos. Las pérdidas económicas derivadas de la desocupación, de la in-
validez, de la vejez y de la muerte existen independientemente del hecho 
de que su repercusión sobre los individuos se reparta o no por medio de 
la seguridad social. No podemos hacer desaparecer estos riesgos sencilla-
mente con ignorarlos. Podemos, sí, reducirlos, desarrollando una economía 
nacional totalmente productiva y adoptando las medidas preventivas ade-
cuadas. Podemos atenuar sus efectos negativos gracias a la seguridad social. 

Conclusiones 

Teniendo en cuenta que ,el régimen de seguridad social de un país, 
cualquiera que él sea, se desarrolla a base de sus propias y peculiares ins-
tituciones de orden económico, social, político y cultural, comprenderemos 
que no es nunca un producto de exportación. No obstante esto, todo país 
puede aprender algo de otro, en cuanto a los mejores medios para alcanzar 
los fines de la seguridad social. 

Todos los gobiernos democráticos se proponen asegurar el bienestar de 
su población, y la seguridad social es un poderoso medio para alcanzar esta 
meta. En una verdadera democracia, el desarrollo del bienestar general no 
puede adoptar la forma del paternalismo, sino que debe necesariamente 
concebirse bajo la forma de una cooperación en la que la población actúa 
sobre su gobierno hasta conseguir que éste haga por ella todo lo que ella 
crea que puede lograrse mejor por la acción del gobierno que por la del 
individuo. El problema y el fin fundamentales de toda democracia estri-
ban en estimular a los individuos y en desarrollar simultáneamente su mu-
tua responsabilidad. Todo régimen de seguridad social sólidamente con,  
cebido y construido se esfuerza por alcanzar ambos objetivos. 

Hay quienes dicen que un pueblo debe elegir entre la libertad y la 
seguridad; que no puede gozar de las dos a un tiempo, sino tiene que sa-
crificar la una a la otra. Quienes así se expresan no comprenden la sig-
nificación de estas dos ideas fundamentales. En una sociedad democrática 
moderna, debe prevalecer la idea positiva de la libertad, concebida en el 
sentido de conceder posibilidades iguales a todos. La libertad en su sentido 
negativo —la idea de que cada uno se halla solo— no basta.  
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La seguridad social puede permitir a los seres humanos adquirir posi-
bilidades realmente iguales dentro de los marcos de una sociedad libre. La 
seguridad social descansa, en efecto sobre, la convicción de que libertad y 
seguridad verdaderas son sinónimas y de que no podemos gozar de la una 
sin la otra. Lo que hace falta es que todas las naciones se unan en esta 
convicción, para librar la antigua y perpetua lucha en pro de la seguridad 
social de su población y de toda la humanidad. 
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